
A. 92. XLV.
Asociación Editores de Diarios de Bs. As.
(AEDBA) y otros el EN -dto. 746/03- AFIP si me-
dida cautelar' (autónoma).

Buenos Aires,

Vistos los autos: "Asociación Editores de Diarios de Bs.
As. (AEDBA) Y otros c/ EN -dto. 746/03- AFIP s/ medida cautelar
(autónoma)".

Considerando:

1°) Que la Sala 11 de la Cámara Nacional de Apelacio-
nes en lo Contencioso Administrativo Federal revocó el pronun-
ciamiento recurrido e hizo lugar al pedido de levantamiento de
la medida cautelar dictada el 30 de octubre de 2003, mediante la
cual se había ordenado al Estado Nacional no innovar -hasta tan-
to se dicte sentencia en la acción declarativa iniciada- respec-
todel beneficio que poseían las actoras al amparo del artículo
2° del decreto 746/03.

Para así decidir, recordó que el artículo 52 del de-
creto 1387/01 había permitido tomar las contribuciones patrona-
les efectuadas sobre la nómina salarial como crédito fiscal en
el impuesto al valor agregado. Posteriormente, el decreto 746/03
derogó este beneficio a partir del 1/4/03, excepto para los
prestadores de servicios de radiodifusión de televisión abierta,
servicios complementarios de radiodifusión de televisión por ca-
ble y satelital, editoras de diarios y revistas, distribuidores
representantes de editoriales de esos bienes y empresas de
transporte automotor de cargas y de radiodifusión sonora, quie-
nes pudieron hacer uso de la prerrogativa hasta el 31/7/03.

Con sustento en lo resuelto por esa Sala en la causa
"Asociación Argentina de Televisión por Cable - Inc. Medida cau-
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telar c/ Estado Nacional Dec. 746/03" -cuyas actuaciones acumuló
sobre la base de la unidad de criterio del magistrado frente a
situaciones semej antes- señaló que el derecho invocado no re-
vestía prima facie la verosimilitud que requiere para la proce-
dencia de la medida cautelar solicitada y que tampoco se encon-
traba configurado el peligro en la demora ya que no se había
acredi tado el agravio económico concreto que se pretendía evi-
tar.

Agregó, con cita de un precedente de la Sala 111, que
con el dictado de la cautelar se buscaba modificar el cumpli-
miento de una obligación tributaria, sin'que se haya intentado
demostrar la afectación concreta que ello ocasiona en la situa-
ción económica actual de cada uno de sus asociados. En este sen-
tido, negó que la invocación genérica de las razones expuestas
en los considerandos del decreto 746/03 sea suficiente para
acreditar el necesario peligro en la demora.

Puso también de relieve que del texto del decreto
1387/01 no surge un derecho subjetivo a la reducción impositiva
pretendida por las actoras, pues este reglamento acordó la fran-
quicia con un límite temporal y suj eto al mantenimiento de las
condiciones de crisis ponderadas por el Poder Ejecutivo al mo-
mento de su dictado. Desde esta perspectiva, subrayó que la mag-
nitud del reclamo fiscal frente a la capacidad contributiva. de
cada una de las empresas asociadas excede el marco del conoci-
miento c~utelar y requiere del análisis de circunstancias fácti-
cas y medidas probatorias no compatibles con este tipo de proce-
sos.
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Por ello, sobre la base del carácter provisorio de
estas medidas y del tiempo transcurrido desde el dictado de la
sentencia que habia hecho lugar a la pretensión precautoria, ac-
cedió al pedido de levantamiento de la prohibición de innovar.

2°) Que cont~a esa decisión, la actoras interpusieron
el recurso extraordinario glosado a fs. 283/302, que fue conce-
dido por el a quo a fs. 319 en cuanto se cuestionó el alcance,
-interpretación y aplicación de normas de carácter federal.

A su vez, respecto de la invocación de la gravedad
insti tucional, resaltó la cámara que, de la cuestión debatida
surgiria la existencia de un interés que trasciende -en princi-
pio- el de la parte involucrada, de modo que torna procedente el
recurso federal interpuesto.

Las recurrentes señalaron, en primer término, que la
resolución apelada es defini tiva a los fines del remedio fede-
ral, dado que mediante ella se resuelve sobre sumas cuantiosas,
las cuales deberán abonar todas las empresas editoras de diarios
y revistas, de radiodifusión sonora y de televisión, comprendi-
das en las asociaciones actora~.

A continuación recordaron que, en atención a las cir-
cunstancias en que se encontraba el sector de los medios de
prensa y a fin de salvaguardar la existencia de 'las empresas y
de las fuentes de trabajo en juego, se dictó un régimen juridico
que les permitia computar el pago de l.os aportes patronales come;>
crédito fiscal del IVA, con fundamento en la ley 25.414 que au-
torizaba al PEN a otorgar beneficios promocionales que tuvieran
por objeto mejorar la competitividad, lo cual fue prorrogado me-
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diante decretos que mantenían esos beneficios promocionales por
las graves razones allí expuestas.

Puntuali zaron que el propio artículo 2 o del decreto
746/03 exceptuó de la aplicación de esa derogaci6n, hasta el 31
de julio de 2003, a las empresas de servicios nuéleadas por las
asociaciones aquí actoras, entre otras, y esa excepción se fundó
en la "crisis terminal" de esos sectores, en su moderna inclu-
sión como sujetos pasivos -ley 25.063- y en la necesidad de que
el Poder Ejecutivo Nacional "pueda estudiar con mayor profundi-
dad la problemática de los mismos a fin de encontrar una solu-
ción alternativa".

Añadieron que el Estado Nacional, con su inactividad,
dejó vencer el plazo por él mismo fijado sin haber determinado
el régimen aplicable al, sector y a cuya elaboración se comprome-
tió luego de reconocer la necesidad de una solución alternativa
para la grave crisis que los afectaba.

Destacaron a su vez que, la cuestión ventilada en au-
tos trasunta un claro supuesto de gravedad institucional, tanto
por los elevados montos que deberán ingresar las empresas pe-
riodísticas -que coloca al sector en un serio y evidente riesgo
de desaparición-, como por la grave afectación defini tiva que,
como consecuencia de ello, se plasmará en la libertad de prensa
en nuestro país.

Por otra parte, enfatizaron la existencia de gravedad
insti tucional en la cuestión aquí debatida pues, a partir del
levantamiento de la medida cautelar, el Estado Nacional puede
exigir a las empresas agrupadas en las entidades actoras el pago
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de la deuda tributaria devengada durante la vigencia de la medi-
da precautoria,. lo que llevaría a muchas de estas compañías a su
quiebra o desaparición, con grave afectación de la libertad de
expresión y de prensa. En ese sentido, pusieron de relieve que
los medios más pequeños, es decir, la gran mayoría, directamente
desaparecerán, con lo cual se encuentra en juego la exi~tencia
misma de medios de prensa gráficos , televisivos y radiales que
por su proyección inmediata sobre la sociedad superan loslegí-
timos intereses de las partes en el proceso.

Por último, subrayaron que no existen nuevas circuns-
tanciai de hecho.o de derecho que justifiquen el levantamiento
de la medida cautelar dispuesta en autos y que el pronunciamien-
to apelado provocará una situación. terminal para todos estos
cientos de medios de prensa nucleados en este juicio, causando
un agravio de imposible reparación ulterior.

En una presentación posterior, aclararon que el dic-
tado del decreto 1145/09 por el cual se instituyó un régimen de
canje de deuda por publicidad estatal, lejos de solucionar la
situación planteada implicaba el allanamiento total al reclamo
del Fisco, el desistimiento de cualquier acción en trámite y ni
siquiera obligaba al Estado Nacional a efect~ar la publicidad en
cuestión, podía hacerlo o no a su exclusivo arbitrio;

Finalmente, a fs. 1045, denunciaron la exclusión que
sufrieron los medios de prensa de la posibilidad de adherirse al
"Régimen de Facilidades de PagaN recientemente instituido por la
AFIP (resolución 3451/2013), en lo concerniente a las obligacio-
nes derivadas de la cuestión debatida en estas actuaciones. A
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ello agregaron la discriminación que padecen en la asignación de
publicidad oficial por parte del gobierno y el boicot publicita-
rio de supermercados y cadenas de electrodomésticos que fueron
constreñidos para que se abstengan de hacer publicidad en los
medios de comunicación, con la clara finalidad de provocar as-
fixia económica y poner en severo riesgo la subsistencia de los
medios. independientes nucleados en las entidades de prensa aquí
actoras.

Por su parte, a fs. 1166/1168, el Estado Nacional in~
formó el dictado del decreto 852/14 que, en similares términos
al decreto 1145/09, estableció un régimen de canje de deuda por
publicidad estatal.

3O) Que si bien es jurisprudencia de este Tribunal
que las resoluciones referentes a medidas cautelares no consti-
tuyen sentencia definitiva o equiparable a ésta, a los fines de
habilitar la instancia extraordinaria del artículo 14 de la ley
48, esta regla no es absoluta y reconoce excepción cuando la de-
cisión causa un perjuicio que, por su magnitud y por las cir-
cunstancias de hecho, resulta de tardía, insuficiente o muy
difícil reparación ulterior (Fallos: 308:90; 316:1833; 319:2325;
321:2278; 329:440; 330:5251, entre muchos otros) o cuando se
configura un supuesto de gravedad institucional que excede el
interés individual de las partes y afecta de manera directa el
de la comunidad (confr. Fallos: 307:1994; 323:3075; 327:1603;
328:900).

Sobre tales bases, cobran relevancia las circunstan-
cias que las apelantes aducen como configurati vas de gravedad
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institucional, esto es, el ilegítimo condicionamiento al ejerci-
cio del derecho a la libertad de prensa, la violación del prin-
cipio constitucional de la igualdad y la vulneración de la ga-
rantía de la seguridad jurídica. Respecto de la primera cues-
tión,señalan que, de no mantenerse la medida cautelar, el Esta-
do podrá ejecutar estas sumas millonarias, lo que conducirá ine-
vitablemente a la quiebra de muchos medios integrantes de AEDBA,
afectándose la vigencia de la prensa libre y el derecho de vas-
tos sectores de la población a buscar y recibir informaciones e
ideas (confr. arts. 1, 14, 28, 32, 33 Y 75, inc. 22 de la Cons-
titución Nacional así como también el arto 13 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos). Destacan que numerosos medios
periodísticos existentes en el interior del país, medianos y pe-
queños, se encuentran amparados por la medida cautelar y si se
levantase esa tutela judicial con efecto retroactivo sufrirían
daños irreparables que pueden llevarlos a la quiebra, con graves
consecuencias como la pérdida de fuentes de trabajo y la desapa-
rición de diarios y radios que a la vez son baluartes de la li-
bertad de expresión.

En lo referente a la violación del principio consti-
tucional de la igualdad, remarcan que el sector es sometido a
una política fiscal arbitraria, empleada para censurar a la
prensa independiente, a través del dictado de medidas discrimi-
natorias. Por último, en cuanto a la vulneración de la garantía
de la seguridad jurídica y el principio de confianza legítima
afirman que la omisión del Estado en adoptar la "solución alter-
nativa" comprometida en el decreto 746/03 violenta el principio
de seguridad jurídica y desconoce la confianza depositada por

-7-



los actores del sector en que se contemple su situación, que la
propia Administración había reconocido como perjudicial para su
subsistencia.

4o) Que en el sub lite concurren circunstancias ex-
cepcionales que permiten asimilar a definitiva la sentencia re-
currida puesto que se encuentra en riesgo la subsistencia de
distintos medios de comunicación nacionales y locales de la Re-
pública y lo resuelto causa un perjuicio irreparable, que excede
el interés individual de las partes y atañe a la comunidad en
general, en razón de su aptitud para afectar la libertad de ex-
presión.

Refuerzan estas circunstancias los hechos sobrevi-
nientes a la concesión del recurso -denunciados por la actora en
el escrito obrante a fs. 523/526- que motivaron el dictado de la
resolución de fs. 530 por la cual se hizo saber a la Administra-
ción Federal de Ingresos Públicos que la medida cautelar dis-
puesta en los presentes autos por el juzgado de primera instan-
cia continuaría en vigor hasta tanto esta Corte se expida sobre
el recurso extraordinario planteado por la actora.

En aquella presentación, AEOBA informó que, luego de
la interposición del recurso- extraordinario, numerosos medios
gráficos, radiales y televisivos de todo el país recibieron re-
querimientos e intimaciones de pago en las que se solicitaba que
regularizaran su situación fiscal e ingresaran los importes co-
rrespondientes al pago de los aportes previsionales computados
como créditos fiscales para la liquidación del IVA. En ese esce-
nario, advertía la actora, se encontraba seriamente afectada' la
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prensa de todo el interior del país, ya que al no poder afrontar
los requerimientos caerían en estado de insolvencia y desapare-
cerían.

Posteriormente, en el escrito obrante a fs. 631, las
actoras denunciaron el incumplimiento por parte de la AFIP de la
resolución judicial dictada por esta Corte a fs. 530,' señalando
que el Organismo Fiscal había realizado requerimientos, intima-
ciones y predeterminaciones a distintas empresas y entidades pe-
riodísticas. A fs. 678, agregaron que el Fisco había requerido
una inhibición general de bienes contra LA NACION en el marco de
una medida cautel?r promovida ante la Justicia Federal de Ejecu-
ciones Fiscales Tributarias, en concepto de IVA por periodos ul-
teriores al año 2003. A fin de acreditar los hechos denunciados
acompañaron la documentación respaldatoria.

En atención a la naturaleza de las cuestiones debati-
das, este Tribunal convocó a una audiencia conciliatoria en los
términos del artículo 2°, punto 11, de la acordada 30/2007, que
se celebró el 3 de octubre de 2012 y en la cual se dispuso con-
vocar a una nueva audiencia en el plazo de 60 días, én el que
las entidades actoras y las autoridades nacionales mantendrían
conversaciones para arribar a una solución.

A fin de a+canzar una solución y sin reconocer la le-
gitimidad de la pretensión fiscal, en el marco de las audiencias
conciliatorias celebradas, las actoras formularon una propuesta
de acuerdo, la cual motivó que el Estado Nacional peticionase,
sobre la base de un "supuesto" reconocimiento, que se declare
abstracta la medida cautelar. A fs. 1025/1039 vta. las accionan~
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tes solicitaron el rechazo del pedido formulado y acusaron a la
AFIP de mala fe procesal.

Bajo esas condiciones, en la nueva audiencia llevada
a cabo el 5 de junio de 2013, luego de oidas las partes.y tras
un intercambio de ideas, se dio por finalizado el acto, sin con-
cretarse un acuerdo.

5°) Que, por otra parte, el recurso resulta formal-
mente admisible ya que se encuentra, controvertido el alcance,
interpretación y aplicación de normas de naturaleza federal
-decreto 746/03- y la decisión del tribunal superior de la causa
ha sido contraria al derecho que la apelante fundó en ellas
(art. 14, inc. 3°, de la'ley 48).

Asimismo, cabe recorda'r que en la tarea de esclarecer
la int~ligencia de las normas federales, esta Corte no se en-
cuentra limitada por los argumentos de las partes o del a quo,
sino que le incumbe reali zar una declaratoria sobre el punto
disputado (Fallos: 307:1457 y 315:1492, entre muchos otros)

6°) Que, en primer término, corresponde señalar que
la medida de no innovar dictada en autos se encontraba firme al
momento en que el Estado Nacional solicitó su levantamiento, con
lo cual, lo que el a quo debió analizar es si se configuraban
los extremos previstos en el articulo ,202 del Código Procesal
Civil y Comercial de la Nación -variación de las circunstancias-
para proceder a su levantamiento y no el acierto o error de una
decisión judicial no recurrida oportunamente.

-10-



" A. 92. XLV.
Asociación Editores de Diarios de Bs. As.
(AEDBA) y otros e/ EN -dto. 746/03- AFIP s/ me-
dida cautelar (autónoma).

-'.~

En efecto, el mencionado articulo establece que "Las
medidas cautelares subsistirán mientras duren las circunstancias
que las determinaron. En cualquier momento en que éstas cesaren
se pod~á requerir su levantamiento". Sobre esta base, el juez de
primera instancia habia desestimado el pedido de levantamiento
de la medida.

El fallo apelado prescinde de examinar si se ha modi-
ficado' la situación de hecho que resultó determinante para su
dictado y se introduce en el examen de los requisitos para el
otorgamiento de las medidas cautelares afirmando, en ese senti-
do, que el derecho invocado no resulta verosimil y que no se
acreditó el agravio económico que se pretende evitar, cuestiones
éstas que ya habian sido resueltas en la sentencia por la cual
se decretó la medida y que, por el principio de preclusión dé
los actos procesales, no podian ventilarse nuevamente en el pro-
ceso, a excepción de un cambio de circunstancias. El a qua revo-
ca la sentencia sobre la base de lo resuelto en otro caso simi-
lar cuyas actuaciones ordenó acumular.

7°) Que corresponde entonces analizar si las circuns-
tancias han variado, esto es, si se han dictado nuevas normas
que contemplen la situación de las actoras o si los antecedentes
de hecho invocados se vieron modificados. Reiteradamente ha sos-
tenido este Tribunal que sus fallos deben atender a las circuns-
tancias existentes al momento de ser dictados, aunque sean so-
brevinientes a la interposición del recurso extraordinario (Fa-
llos: 310:819; 324:3948; 328:3142, entre muchos otros).
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En este sentido, es dable afirmar que, a la. fecha, no
se ha encontrado una solución que atienda en forma global a la
crisis del sector. En este orden de ideas, cabe destacar que si
bien es cierto que el artículo 1° de la ley 26.982 introdujo mo-
dificaciones a la Ley de Impuesto al Valor Agregado y estableció
una alícuota diferencial para gravar a las ventas, locaciones y
las importaciones de diarios, revistas y publicaciones periódi-
cas, no lo es menos que estos beneficios no alcanzarían a los
medios gráficos de mayor envergadura que, a diferencia de los
favorecidos por la norma, continuarían en la misma situación
tributaria que la que se encontraban al momento de promover la
presente demanda.

8°) Que, por otra parte, tampoco puede dejar de seña-
larse que en el curso del año 2013 la AFIP dictó la resolución
3451/2013, por la cual se instauró un Régimen de Regularización
de deudas imposi tivas que expresamente contempló, en el inciso
m) de su artículo 3°, la exclusión de "Las obligaciones imposi-
tivas derivadas del vencimiento del plazo establecido por el
Artículo 2° del Decreto N° 746 del 28 de marzo de 2003", esto
es, las aquí discutidas. Como toda justificación, en un párrafo
de sus considerandos, se esgrime que resultan excluidas "en fun-
ción a cuestiones estratégicas que hacen a la política fiscal
ejecutada por este Organismo".

Como ha señalado esta Corte en numerosos precedentes,
la garantía consagrada por el artículo 16 de la Constitución Na-
cional, en lo que a materia tributari.a se refiere, no importa
otra cosa que impedir distinciones arbitrarias, inspiradas en un
propósito manifiesto de hostilidad contra determinadas personas
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o clases (Fallos: 132:402; 147:402; 150:419, entre muchos
otros), agregando que, el alto propósito que domina este princi-
pio, es el derecho de todos a que no se establezcan excepciones
o privilegios que excluyan a unos de lo que se 'concede a otros
en iguales circunstancias (Fallos: 151:359).

9°) Que a la luz de estos principios, deviene irrazo-
nable y violatorio de ellos, un régimen que persigue "instrumen-
tar medidas contracíclicas conducentes al desarrollo estructural
de las empresas, a la generación de empleo, al mantenimiento de
las fuentes de trabajo" y, a renglón seguido, impide su adhesión
a los medios de comunicación por las obligaciones que en este
juicio se discuten, fundamentando esta distinción en razones de
"política fiscal".

La "política fiscal" no puede ser utilizada como un
instrumento para excluir a un grupo de. los beneficios. que se
otorgan a todos los demás sectores de la economía y de ese modo
indirecto afectar la libertad de expresión. La ausencia de razo-
nabilidad de la exclusión se hace evidente si se la conjuga con
el fin que persigue el plan de facilidades en cuestión, esto es,
el desarrollo de las empresas, la generación de empleo y el man-
tenimiento de fuentes de trabajo.

10) Que, en este mismo orden de ideas, la "Declara-
ción Hemisférica sobre Libertad de Expresión", dada en Chapulte-
pec el 11 de marzo de 1994, señaló que las políticas arancela-
rias y cambiarias, las licencias para la importación de papel o
equipo periodístico, el otorgamiento de frecuencias de radio y

televisión y la concesión o supresión de publicidad estatal, no
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deben aplicarse para premiar o castigar a medios o periodistas
(confr. Principio 7).

También la Declaración de Principios sobre la Liber-
tad de Expresión, aprobada por la Comisión Americana de Derechos
Humanos en el año 2000, sostiene que "El Estado debe abstenerse
de utilizar su poder y los recursos de la hacienda pública con
el objetivo de castigar, premiar o privilegiar a los comunicado-
res sociales y a los medios de comunicación en función de su
línea informativa ..." (confr. Principio 13) .

De acuerdo con estos instrumentos, y conforme. lo ha
señalado la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión en
su .documento interpretativo de los principios enunciados en la
Declaración, los Estados no deben utilizar la aplicación de nor-
mas tributarias y de gravámenes como medio de ~resión directa o
indirecta dirigida a silenciar la labor informativa de los comu-
nicadores (confr. pta. 56 de los Antecedentes e interpretación
de la declaración de principios) .

11) Que, por ello, han de tomarse en consideración
los agravios constitucionales introducidos por la afectada a fs.
1045, en cuanto afirman que tal exclusión resulta discriminato-
ria e implica una violación a la libertad de prensa.

Corresponde remarcar aquí que este Tribunal ha esta-
blecido que la garantía constitucional de la igualdad no se pro-
pone erigir una regla férrea en materia impositiva, sino impedir
que se Bstablezcan distin9iones, con el fin de hostilizar o fa-
vorecer arbitrariamente a determinadas personas o clases, como
lb es si se hacen depender de diferencias de color, raza o na-
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cionalidad, religión, opinión política u otras consideraciones
que no tengan relación posible-con los deberes de los ciudadanos
como contribuyentes (Fallos: 138:313).

En tales condiciones, cabe concluir que la distinción
establecida en la resolución AFIP 3451/13 excluyó infundada y
arbitrariamente a los medios de prensa de la posibilidad que se
le otorga al resto de los sectores, erigiéndose en una discrimi~
nación ilegítima.

12) Que tampoco puede desatenderse el contexto en que
estas medidas han sido dictadas y la particular situación de las
empresas periodísticas, por la considerable afectación que po-
dría resultar para la esencial función que ese tipo de empresas
desempeñan en una sociedad democrática, en tanto colaboran en la
difusión libre de ideas. Como advirtió este Tribunal en otros
precedentes no solo debe evitar el gobierno acciones intencional
o exclusivamente orientadas a limitar el ejercicio de -la liber-
tad de prensa, sino también aquellas que llegan a idéntico re-
sultado de manera indirecta. Los actos indirectos son, en parti-
cular, aquellos que se valen de medios económicos para limitar
la expresión de las ideas (Fallos: 330:3908 y 334:109).

En el mismo orden de ideas, esta Corte ha resaltado
la influencia del factor económico en la prensa actual, ya que
"Los medios materiales y técnicos, las redes de información, la
ampliación de la tirada, la difusión nacional y hasta interna-
cional de algunos medios, la publicidad y propaganda, etc., han
insertado a la prensa en el tej ido de las complej as relaciones
económicas en el que se encuentran las empresas contemporáneas"
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(Fallos: 320: 1191, disidencia de los jueces Fayf, Petracchi y
Bossert) .

En un pronunciamiento de fecha reciente ha sido aún
más contundente al sostener que "La función de garante de la li-
bertad de expresión que le corresponde al Estado queda desvir-
tuada si por la via de subsidios, del reparto de la pauta ofi-
cial o de cualquier otro beneficio, los medios de comunicación
se convierten en meros instrumentos de apoyo a una corriente
politica determinada o en una via para eliminar el disenso y el
debate plural de ideas (causa G.439.XLIX. "Grupo Clarin S.A. y
otros cl Poder Ejecutivo Nacional y otro si acción meramente de-
clarativa", sentencia del 29 de octubre de 2013) .

En igual sentido, este Tribunal ha enfatizado que
"las empresas periodisticas configuran el ejercicio privado de
funciones de interés social y su actividad está dirigida al bien
de todos y cada uno de los miembros de la comunidad. De alli
que, toda medida proveniente del Estado o de los particulares
que no supere el examen de razonabilidad más estricto y que pue-
da ser interpretada como limitativa del espacio de libertad en
el que el sistema democrático exige que se desarrolle la tarea
de prensa, debe ser rechazada. Esto es asi, toda vez que la pro-
tección constitucional debe imponer un manejo especialmente cui-
dadoso de las normas y circunstancias relevantes para impedir la
obstrucción o entorpecimiento de la prensa libre y sus funciones
esenciales" (Fallos: 316:2845).

Como se desprende del trámite dado a estas actuacio-
nes y de las audiencias convocadas, esta Corte ha realizado no-
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torios esfuerzos para permitir .que las partes lleguen a una so-
lución que ponga fin al pleito.

13) Que las circunstancias reseñadas -la derogación
del régimen que permitía computar las contribuciones patronales
como créditos fiscales baj o la promesa de buscar una solución
alternativa a la problemática del sector, la omisión de hacerlo
vencido el plazo establecido en el artículo 2° del decreto
746/03, los requerimientos de deuda y la posterior exclusión de
un régimen de facilidades de pago que se otorga a todos los sec-
tores de la economía excepto a los medios de prensa involucrados
en este juicio- ponen de resalto que se encuentra amenazada la
libertad de expresión.

Desde esta perspectiva, la verosimilitud en el dere-
cho viene dada entonces por la posible afectación de este dere-
cho, emanada de la presión económica que sufre el sector por las
medidas cuestionadas y, en este punto, es dable remarcar, que el
levantamiento de la medida de no innovar podría producir graves
daños a las empresas periodísticas que podrían derivar en su
quiebra o desaparición y cuyos perjuicios también se harían ex-
tensivos a la comunidad toda, por la afectación de la libertad
de prensa y del derecho a buscar y recibir información.

14) Que, asimismo, la magnitud de los montos involu-
crados en esta causa y las graves consecuencias que podrían de-
rivarse de la decisión que se recurre ponen en serio riesgo de
desaparición a las empresas del sector, configurando así el re-
quisi to de peligro en la demora que justifica el mantenimiento
de la medida cautelar.
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15) Que, por otra parte, si bien es jurisprudencia
pacífica de esta Corte que nadie tiene derecho al mantenimiento
de un régimen normativo, no puede desconocerse que estas cir-
cunstancias fueron reconocidas en los propios considerandos del
decreto 746/03, el cual hizo expresa mención a la crisis termi-
nal que atravesaban los medios de comunicación "producto de la
marcada baja de la actividad productiva y de un fuerte incremen-
to en la presión tributaria, la cual fuera mitigada por diversas
medidas fiscales transitorias y que al vencimiento de las mismas
se tornará imposible la continuidad empresaria", estimándose
oportuno "exceptuar a dichos sectores, por un plazo mínimo y
acotado, de la medida que se adopta por el presente decreto, de
manera tal que el PEN pueda estudiar con mayor profundidad la
problemática de los mismos a fin de encontrar una solución al-
ternativa".

Sobre esta base cobra valor lo argüido por la recu-
rrente en Cuanto a que esta circunstancia descartaba, por prin-
cipio, la aplicación del régimen general y tornaba verosímil su-
poner que se avanzaría en la búsqueda de esa solución alternati-
va.

16) Que lo dicho no importa adelantar un pronuncia-
miento sobre el fondo de la cuestión ya que la acción principal
persigue que se declare el derecho de las entidades actoras a
contar con un régimen diferencial del IVA en virtud del compro-
miso asumido por el Estado Nacional al dictar el decreto
746/2003, en tanto la cautelar en examen apunta a mantener la
vigencia de la excepción hasta que aquella solución sea alcanza-
da.
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17) Que sin perjuicio de ello, corresponde declarar
-dentro del marco propio de la medida cautelar- que no debe con-
siderarse en mora a las entidades actoras que hayan cumplido con
sus obligaciones fiscales con los alcances concedidos por aque-
lla medida. Ello por cuanto, las particulares circunstancias de-
terminan que resulte aplicable al sub judice la doctrina sentada
en Fallos: 304:203; 323:1315 y 333:1817.

18) Que, por último, se considera conveniente reque-
rir a la magistrada de primera instancia que arbitre los medios
necesarios para resolver de forma urgente la cuestión de fondo.

Por ello, oída la señora Procuradora Fiscal, se declara
formalmente admisible el recurso extraordinario interpuesto y se
revoca la sentencia apelada. Con costas (art. 68 del Código Pro-

-//-

-19-



-//-cesal civil y Comercial de la Nación). Notifíquese y, opor-

RICARDO LUIS lORENZETIr

CARLOS S. fAYT

.jUAN CARLOS MAQUEOA
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-//-DENCIA DE LA SEÑORA VICEPRESIDENTA DOCTORA ELENA l. HIGHTON
DE NOLASCO

Considerando:

Que el recurso extraordinario "deducido contra ia re-
solución de fs. 275/277 vta. -mediante la cual la Sala IIde la
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo
Federal revocó la decisión de la anterior instancia y, en conse-
cuencia, levantó la medida cautelar dictada el 30 de octubre de
2003 (fs. 106/108)- no se dirige contra una sentencia definitiva
o equiparable a tal (art. 14 de la ley 48), lo que determina la
improcedencia del mencionado recurso según conocida jurispruden-
cia de esta Corte.

Sin perjuicio de ello, cabe poner de relieve que la
resolución apelada ante esta Corte en el caso en examen (fs.
275/277), únicamente levantó la providencia cautelar decretada
en el presente incidente, es decir, la mencionada en el párrafo
que antecede. En consecuencia, la decisión que se adopta median-
te este pronunciamiento no implica juicio alguno de la Corte
respecto de la protección cautelar que eventualmente pudiera
asistir a la actora en la causa principal en lo relacionado con
los intereses u otros accesorios devengados durante la vigencia
de aquélla.

Por ello, de conformidad, en lo pertinente, con lo dictami-

-//-
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-l/-nado por la señora Procuradora Fiscal, se desestima el re-
curso extraordinario, con los alcances que resultan de la pre-
sente. Con costas. Notifíquese y devuélvase.

NOlASCO
ELENA l. HIGHTON de
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Recurso extraordinario interpuesto por la Asociación de Editores de Diarios de
Buenos Aires (AEDBA), representada por él Dr. Máximo Fonrouge; la Asociación
de Teleradiodifusoras Argentinas (ATA), representada por el Dr. Carlos Fontan
Balestra; la Asociación Argentina de Editores de Revistas (AAER), representada
por el Dr. Luis A.Moretti; la Asociación de Radiodifusoras Privadas Argenti-
nas (ARPA), representada por el Dr. Edmundo Rébora; la Asociación de Diarios
del Interior de la República Argentina (ADlRA), representada por el Dr. Luis
A. Díaz, todas con el patrocinio de los Ores. Juan Carlos Cassagne y Ezequiel
Cassagne.

Traslado contestado por el Estado Nacional- Ministerio de Economía y Finanzas
Públicas- representado por el Dr. Carlos María Guaragnone, con el patrocinio
del Dr. Bruno Gabriel Toia.

Tribunal de origen: Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Adminis-
trativo Federal, Sala II.

Tribunal que intervino con anterioridad: Juzgado Nacional de Primera Instancia
en lo Contencioso Administrativo Federal nO 4, Seco nO 7.
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